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“La conclusión a mi juicio es que no hay devolución de poderes a la 
propiedad, sino una nueva conquista de las clases empresariales. No dis-
cutiré que puedan ser las más dinámicas y las que con más probabilidad 
generen beneficio y desarrollo económico, pero encubrirlo con la coartada 
de la iniciativa privada de los propietarios, resulta más bien ingenuo”1.

1 GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E.: “Prólogo”, en MAR-
TÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: La propiedad en las leyes del suelo, Civitas, Madrid, 
2004, p. 16.
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PRÓLOGO

Hace más de medio siglo que el legislador, a través de la Ley del Suelo 
de 1956, alumbró y dio vida jurídica al Sistema de Ejecución por Com-
pensación Urbanística y a la figura de las Juntas de Compensación. En 
puridad se limitó a esbozar unos simples perfiles esquemáticos sobre la 
nueva institución, más enunciativos y retóricos que operativos. Ahora bien 
su novedad por carecer de antecedentes previos y lo sugestivo de su pre-
sentación como cauce de la actuación privada en el urbanismo frente al 
sistema tradicional de la expropiación forzosa inmediatamente llamaron la 
atención de los comentaristas y estudiosos, tanto publicistas como priva-
tistas, de la nueva Ley del Suelo. El decisionismo legislativo estuvo acom-
pañado —como en tantos otros ejemplos históricos— de un vacío nor-
mativo y regulatorio sobre dicha institución. Las urgencias de la práctica 
obligaron a diseñar fórmulas instrumentales para dar viabilidad a la nueva 
institución, buscando apoyos, bien en el derecho comparado (en las figuras 
similares del “comparto” del Derecho italiano o de las Asociaciones de 
propietarios en el derecho francés) o bien ejercitando la ingeniería jurídica, 
primero elemental y progresivamente más sofisticada, tejiendo un embrión 
de sistema operativo, mezclando normas de derecho administrativo con 
otras genuinamente de derecho civil e hipotecario. Toda esta trayectoria 
permitiría ofrecer una primera articulación normativa con el Reglamento 
de Reparcelaciones de 1966 y de forma más sólida a raíz del Reglamento 
de Gestión Urbanística de 1978. A partir de este momento, sentadas las 
premisas fundamentales y contando ya con una jurisprudencia aplicativa y 
una amplia doctrina, las leyes estatales del suelo de 1976 y 1992 y la gran 
profusión de leyes urbanísticas autonómicas con sus respectivos reglamen-
tos y matices aplicativos han ido completando artesanalmente un tejido 
institucional y normativo muy completo. De esta suerte, podría decirse sin 
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exagerar que el régimen de las Juntas de Compensación ha sido fruto de 
un constructivismo voluntarista y evolutivo en el que se han combinado 
aportaciones de la práctica y de la reflexión doctrinal tanto en el campo del 
Derecho Público como del Privado...

Desde una perspectiva científica es manifiesto que todo constructi-
vismo debe ser objeto de evaluación, encuadramiento y revisión crítica en 
función del contexto histórico. Y esta es precisamente la valiosa aportación 
científica de la monografía de la que es autor RASTROLLO SUÁREZ. 
Desentrañar las raíces, bases y principios ordenadores de la institución de 
las Juntas de Compensación no es una tarea fácil, máxime cuando hemos 
apuntado por las características del proceso de su constructivismo inhe-
rente y la necesaria apelación a conceptos tan novedosos como titularidad 
fiduciaria o afectación de bienes al cumplimiento de deberes; distinción 
entre patrimonio y responsabilidad de los miembros junteros y de la Junta; 
o configuración del proceso asociativo interno, con posible utilización de 
la vía de la expropiación forzosa para integrar bienes a la compensación 
frente a los no adheridos voluntariamente. Todos estos conceptos y otros 
que por vía de ejemplo pudiéramos referir son en sí mismo complejos en 
las propias disciplinas sectoriales que los han alumbrado por su utiliza-
ción especial frente a los ordinarios, complejidad que se ve acrecentada 
cuando se intentan acoplar en un nuevo sistema normativo. Ello explica 
que el autor haya asumido la empresa de una evaluación reconstructiva, 
principiando con un encuadramiento constitucional de la fundamentación 
del Poder Público y la propiedad y la iniciativa privada en el Urbanismo 
español para deducir como corolarios las últimas fundamentaciones del 
sistema. La valoración de la naturaleza jurídica de las Juntas de Compen-
sación como entes de base asociativa privada ocupa una de las principales 
reflexiones del autor al tiempo que se destaca como medio de proyección 
colectiva o plural del derecho de propiedad para un determinado espacio o 
ámbito de actuación. Con gran originalidad se llama también la atención 
sobre la temporalidad y condición de ente accidental de las Juntas de Com-
pensación y las consecuencias que se derivan de ello.

El análisis en clave de relectura del Régimen jurídico de las Juntas de 
Compensación ocupa uno de los capítulos más densos de la obra por el 
detalle con que son analizadas las cuestiones relativas a los Estatutos de 
constitución y funcionamiento de la Junta, las bases de actuación con el 
proyecto de Compensación o en su caso de reparcelación y singularmente 
el régimen económico y financiero de las mismas. Además RASTRO-
LLO SUÁREZ es buen conocedor e investigador del Derecho europeo de 
la Contratación pública como lo ha acreditado con la publicación en el 
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año 2010 de la monografía “Contratos públicos: Adaptación del Derecho 
español a la Normativa comunitaria”. Este bagaje le permite abordar el 
complejo tema del régimen jurídico de la Contratación de las Juntas de 
Compensación en el marco del Derecho Comunitario y la posible aplica-
ción de la Legislación de Contratos del Sector Público. Si el sometimiento 
de las Juntas de Compensación a la contratación administrativa había ya 
suscitado resoluciones y decisiones jurisprudenciales contradictorias, la 
pretensión de ofrecer una solución concluyente sobre la base de una fun-
damentación minuciosa y contrastada con los principios informadores del 
Derecho comunitario se revela como una exploración insatisfactoria dada 
la alta carga de atipicidad y de aristas que presenta la institución de las 
Juntas de Compensación. El autor, después de analizar las jurisprudencias 
comunitaria y española llega a la razonable conclusión de que la financia-
ción privada y, por lo tanto, la ausencia en el seno de la contratación de 
fondos públicos para la financiación de las obras de urbanización que lleva 
a cabo las Juntas de Compensación es la nota determinante y decisiva para 
excluir a dichos entes de la aplicación de la legislación sobre contratación 
pública.

Todos estos perfiles institucionales que se analizan a lo largo de la 
obra de RASTROLLO SUÁREZ nos permiten reflexionar sobre un posi-
ble futuro de las Juntas de Compensación una vez —esperemos que sea 
pronto— se remonte la crisis inmobiliaria en la que estamos sumergidos 
y la actividad urbanística entre de nuevo por las cauces de una sana nor-
malidad institucional. Es evidente que su régimen jurídico —pesar de las 
innovaciones introducidas a través de las normativas autonómicas— pre-
senta lagunas significativas especialmente cuando entra en conexión con 
las regulaciones básicas estatales derivadas del sistema hipotecario y en 
general del derecho patrimonial. La reciente crisis económica con la apli-
cación intensiva de la normativa concursal ha puesto en evidencia la quie-
bra de muchas de las piezas maestras en las que se apoyaba el Sistema de 
Compensación y el funcionamiento de las Juntas basada en la solidaridad 
de intereses comunes que constituía una garantía para la realización de 
la obra urbanizadora y para los intereses públicos a cargo de la propia 
Administración urbanística. A mayor abundamiento, la rigidez que com-
porta una estructura asociativa de gestión urbanística se ha visto en cierto 
modo superada por la aparición del sistema del Agente urbanizador al que 
el autor por vía de contraste dedica abundantes reflexiones a lo largo del 
texto. Pero, a mi juicio, la agilidad de la figura del Agente urbanizador no 
compensa el desequilibrio que para las relaciones patrimoniales provoca a 
los propietarios del suelo en comparación con el mayor equilibrio y esta-
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bilidad que genera el sistema de las Juntas de Compensación. No se trata 
de postular la tan manida simplificación de trámites y estructuras en una 
materia tan compleja, sino más bien para el futuro buscar una fórmula 
institucional que permita combinar las ventajas de cada uno de estos siste-
mas facilitando la participación de los Agentes o los Constructores en las 
Juntas de Compensación en base a un esquema organizativo y financiero 
adecuado. La solución no es fácil como lo evidencian aquellas normativas 
autonómicas que han postulado la configuración de las Juntas de Compen-
sación como sociedades mercantiles, pero que en la práctica no solo no han 
arraigado sino ni siquiera se ha experimentado.

De esta panorámica presentación de las cuestiones abordadas por 
RASTROLLO SUÁREZ en esta monografía se desprende su interés para 
el lector al tiempo que su enfoque interdisciplinario le ha permitido aflorar 
nuevas perspectivas que habían pasado desapercibidas a la doctrina a pesar 
de la abundante bibliografía sobre la institución. El adecuado enfoque y 
metodología interdisciplinar en la exposición y tratamiento de las categorías 
jurídico-urbanísticas, bajo la acertada dirección y orientación del Profesor 
RICARDO RIVERO ORTEGA, se ha visto reconocida con la concesión 
del Premio Extraordinario de Doctorado de la Universidad de Salamanca 
a la tesis que supuso el estudio inicial a partir de la cual posteriormente se 
elaboraría esta obra. El autor con esta monografía se incorpora y continúa 
la tradición universitaria salmantina que ha contribuido con aportaciones 
decisivas a la construcción de nuestro Derecho Urbanístico.

MARTÍN BASSOLS COMA
Catedrático de Derecho Administrativo 

Presidente de la Asociación española de Derecho Urbanístico
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INTRODUCCIÓN

El Derecho Urbanístico español es una parte del Derecho Adminis-
trativo dinámica y cambiante que, pese a su carácter eminentemente téc-
nico, “no puede limitarse a ser un mero y simple ropaje o instrumentación 
formal, sino que debe aspirar a imprimir soluciones de justicia material 
y asegurar la realización de un urbanismo congruente con las exigencias 
y necesidades comunitarias”2. Por esa razón, el Derecho Urbanístico no 
es una materia inamovible y petrificada y los principios que lo informan 
no pueden permanecer a lo largo de los años impermeables al cambio en 
cuanto a su interpretación y sentido.

Esta necesidad de reinterpretación continua encuentra su fundamento 
en la hondura de los acontecimientos sociales y jurídicos que han afectado 
a nuestro Ordenamiento desde que las técnicas de ensanche y reforma inte-
rior cimentaban la disciplina urbanística española3. El estallido de diferen-
tes guerras, los procesos de industrialización y concentración urbana, y nor-
mas como la Ley de Expropiación forzosa de 1879, la Ley de Saneamiento 
y Mejora de 1895, la Ley de Casas Baratas en 1911, el Estatuto Municipal 
de 1924 o la Ley de Bases de Régimen Local de 1945 han convertido desde 
antaño al urbanismo en lo que GARCÍA DE ENTERRÍA ha calificado 
como “uno de los campos de experiencias más dinámicos en los temas 
centrales del Derecho Organizativo y Estructural de la Administración”4.

En su versión contemporánea e integral, el Derecho Urbanístico Espa-
ñol vio la luz en el ya lejano año 1956 a través de la Ley sobre Régimen del 

2 BASSOLS COMA, M.: Génesis y evolución del Derecho Urbanístico Español 
(1812-1956), Montecorvo, Madrid, 1976, pp. 47 y 48.

3 BASSOLS COMA, M.: Génesis y evolución… Íbidem, pp. 151 y ss.
4 GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E.: “Los principios de la 

organización del urbanismo”, RAP 87, 1978, p. 301.
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Suelo y Ordenación Urbana (en adelante LS56). A lo largo de la segunda 
mitad de siglo, sucesos como el paso de la dictadura a la democracia, la 
aprobación de la Constitución Española o la adhesión a la Comunidad 
Económica y después a la Unión Europea han dejado, por su extraordi-
naria trascendencia, un poso profundo en la realidad jurídica española. 
Durante esta mitad de siglo, el urbanismo se ha consolidado como lo que 
en la actualidad es: “una perspectiva global e integradora de todo lo que se 
refiere a la relación del hombre con el medio en el que se desenvuelve y 
que hace de la tierra, del suelo, su eje operativo”5.

Tales sucesos han dado lugar a una evolución jurídica que ha supuesto 
transformaciones de singular calado en el campo del Derecho de los asen-
tamientos urbanos. Nuestras normas urbanísticas han experimentado el 
paso de un Estado fuertemente intervencionista y centralizado, con una 
planificación piramidal cuya organización encontraba su vértice en el Con-
sejo Nacional de Urbanismo, a un Estado descentralizado en el que las 
Comunidades Autónomas cuentan con competencias en materia de urba-
nismo y ordenación del territorio expresamente reconocidas, tanto por la 
Norma Fundamental como por el Tribunal Constitucional. Además, la Carta 
Magna ha cristalizado en la cúspide del Ordenamiento menciones expresas 
tanto al derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado, como al dere-
cho a disfrutar de una vivienda digna, consagrando estos en nuestro marco 
constitucional como derechos sociales de primer orden6.

A ello hay que sumar que tanto el derecho de propiedad como la liber-
tad de empresa, ejes fundamentales de la Constitución Económica, han 
experimentado una transformación relevante. Primero a partir de su inclu-
sión en la Constitución Española, que los reconoce y matiza en orden a la 
consideración del nuestro como un Estado Social y Democrático de Dere-
cho. Después, a partir de su necesaria relectura, ligada al Derecho Europeo 
y concretada tanto en el Tratado de la Unión Europea (TUE), como en 
el artículo 1 del protocolo adicional al Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (CEDH) y, de forma mucho más reciente, en la Carta Europea 
de los Derechos Fundamentales (CEDF). A estos preceptos se ha sumado 
la abundante jurisprudencia emanada, tanto del Tribunal Europeo de Dere-

5 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.-R.: Manual de Derecho Urbanístico, La Ley, 
Madrid, 2011, p. 16.

6 Vid. en este sentido BASSOLS COMA, M.: “El derecho a la vivienda ante la crisis 
económica y el cambio climático: intervención de las Administraciones públicas ante 
situaciones de vulnerabilidad social (desahucio y ejecución hipotecaria y urbanística)”, 
en (Coord.) LÓPEZ MENUDO, F.: Derechos y garantías del ciudadano. Estudios en 
homenaje al profesor Alfonso Pérez Moreno, Iustel, Madrid, 2011, pp. 45 a 73.
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chos Humanos (TEDH) como del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(TJUE).

La delimitación de espacios y la vertebración jurídica de los intere-
ses públicos y privados presentes en el proceso urbanizador en el marco 
de una realidad jurídica en constante evolución, se convierte así en una 
tarea imprescindible para seguir escribiendo la historia de nuestro Derecho 
Urbanístico. En este contexto, dinámico y cambiante, en el que confluyen 
intereses de signo diverso y a veces contrapuesto, el Derecho Público no 
puede dejar a un lado uno de sus principales cometidos: la búsqueda de un 
equilibrio que permita reconciliar la posición del Poder Público, encargado 
de preservar el interés general, con la iniciativa privada, cauce para el desa-
rrollo de los derechos individuales inherentes a la condición de ciudadanos 
en el desarrollo de la actividad urbanística.

En este trabajo nos centramos en la fase de ejecución del planea-
miento, la última de las que componen el desarrollo de la función urbanís-
tica. De esta manera nos situamos en uno de los entornos jurídicos que, de 
forma más acusada, supone un escenario de posible conflicto en el ámbito 
de la actividad urbanística. Este conflicto de intereses nace de la tensión 
que enfrenta a una Administración que dirige y tutela la actividad desde el 
diseño a la ejecución del planeamiento y la iniciativa privada, personifi-
cada en propietarios y empresarios que persiguen la obtención del mayor 
lucro subjetivo posible en relación a sus bienes o a la actividad económica 
que desempeñan en el tráfico jurídico.

En este entorno encuentra acomodo la Junta de Compensación, en el 
epicentro del Sistema del mismo nombre: el Sistema de Ejecución Urba-
nística diseñado a partir de la norma de 1956 con el objeto fundamental de 
suscitar la iniciativa privada en el desarrollo de la última de las fases de una 
función pública. Esta entidad será la encargada, a partir de ese momento y 
hasta nuestros días, de personificar jurídicamente la posición del conjunto 
de propietarios organizados y constituidos en un ente encargado de llevar a 
cabo la urbanización y, en su caso, la edificación de los terrenos llamados a 
transformarse por el plan urbanístico. En este trabajo nos proponemos ana-
lizar esta figura, cuyo estudio entendemos de una importancia capital para 
entender tanto la historia, como la realidad actual y la posible evolución 
futura del Derecho Urbanístico. Tal objetivo no podría ser alcanzado sin 
encarar con anterioridad una serie de cuestiones de singular relevancia.

La primera de ellas es el examen de las conexiones existentes entre el 
marco constitucional y la legislación urbanística. Aquellos derechos que 
sirven de fundamento a los principios de dirección y control públicos y de 
iniciativa privada en la actividad urbanística, se han visto envueltos en un 
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continuo proceso de relectura y reformulación a través de la doctrina y la 
jurisprudencia que es necesario tener muy presente al encarar el estudio de 
una figura situada en el vértice entre lo público y lo privado dentro del pro-
ceso urbanizador. Se trata de derechos como la libertad de empresa o los 
relativos a la propiedad, a la protección del medio ambiente o al disfrute de 
una vivienda digna y adecuada.

Para ello nos hemos propuesto analizar la influencia que el sistema 
constitucional español ha tenido en la evolución contemporánea del urba-
nismo. El estudio del principio de unidad de mercado en relación con la 
distribución de competencias entre Estado y Comunidades Autónomas, 
de la libertad de empresa en el ámbito de la actividad urbanística o de la 
configuración del derecho de propiedad inmobiliaria en la Constitución 
Española son labores que entendemos ineludibles en orden a tal propósito. 
Por su parte, el análisis del derecho de propiedad, fundamento y base de 
la Junta de Compensación, resultaría incompleto sin hacer referencia tanto 
al Derecho de la Unión Europea como al Convenio Europeo de Derechos 
Humanos.

El análisis del fundamento constitucional del principio de dirección y 
control públicos de la actividad urbanística y su vinculación con el derecho 
de propiedad inmobiliaria han hecho necesario que fijemos nuestra aten-
ción, tanto en la función de planeamiento como en la figura de la expro-
piación forzosa. La primera es la principal manifestación de la vertiente 
social del derecho de propiedad en el desarrollo de la actividad urbanística, 
en virtud de la cual se determina la posibilidad de constituir el ente objeto 
de nuestro estudio. Por su parte, la expropiación forzosa se configura en 
nuestro sistema como una potestad administrativa imprescindible para la 
ejecución del planeamiento y su ejercicio por parte de la Administración 
puede ser instado a su beneficio por la Junta de Compensación.

El estudio de las figuras del convenio urbanístico y el agente urbani-
zador resulta imprescindible para evaluar el peso que la iniciativa privada 
ha alcanzado en la legislación urbanística de nuestros días. En el caso del 
convenio por tratarse de la concreción del acuerdo entre ésta y el Poder 
Público para el desarrollo de la función urbanística y en el caso del agente 
urbanizador, por suponer la manifestación más evidente de la proyección 
de la libertad de empresa en el ámbito del Derecho Urbanístico contempo-
ráneo. Anclado a ese principio de iniciativa privada en la actividad urba-
nística se encuentra también el Sistema de Compensación, en cuya base 
se sitúa el ente objeto de nuestro estudio. Este, dentro de la fase de ejecu-
ción del planeamiento, representa la alternativa del propietario frente al 
empresario
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